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LIMINAR

La  Constitución, además de ser un mecanismo de 
limitación del poder de los gobernantes, constituye un 
Proyecto de Nación. La Nación organizada en Estado, 
con sus elementos espirituales: comunidad de ideales, 
sueño de futuro compartido y voluntad de vivir en común, 
y elementos materiales: población, territorio, lengua, 
cohesión política o gobierno y cultura, tiene objetivos, 
propósitos, planes, visión del pasado, presente y porvenir. 

El Proyecto Dominicano de Nación se incardina en 
la Manifestación de los Pueblos de la Parte del Este de 
la isla antes española, o de Santo Domingo, del 16 de 
enero de 1844, sobre las causas de su separación de la 
República Haitiana, el proyecto de Ley Fundamental 
de Juan Pablo Duarte, la Constitución de San Cristóbal 
del 6 de noviembre de 1844, la Constitución liberal de 
Moca del 19 de febrero del 1858, la Constitución social y 
post-trujillista del 29 de abril de 1963 y la Constitución 
del 26 de enero de 2010 que instaura el Estado Social 
y Democrático de Derecho, fundado en el respeto de la 
dignidad humana, los derechos fundamentales, el trabajo, 
la soberanía popular y la separación e independencia de 
los poderes públicos. 

El proyecto de Nación de Los Trinitarios y de los 
Padres de la Patria: Duarte, Sánchez y Mella, cimentado 
en el lema: “Dios, Patria y Libertad”, se inspiró en 
el humanismo cristiano, evidenciado también en el 
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juramento de los dominicanos que se adhirieron a la 
sociedad patriótica La Trinitaria, fundada el 16 de julio 
de 1838. Ellos se juramentaban “En el nombre de la 
Santísima, Augustísima e Indivisible Trinidad de Dios 
Omnipotente…” 

Más aún, el escudo nacional lleva en el centro la 
Biblia abierta en el Evangelio de San Juan, capítulo 8, 
versículo 32 (Entonces conocerán la verdad y la verdad 
los hará libres.) y encima se colocó la cruz de la redención. 
Incluso, en la Constitución de San Cristóbal, el juramento 
del Presidente de la República expresaba “Juro por Dios y 
los Santos Evangelios…”.

La Constitución de San Cristóbal, al decir de 
Emilio Rodríguez Demorizi, ilustre hijo de la provincia 
de Samaná “fue una obra perfecta en cuanto al sincero 
patriotismo que le dio aliento. Por lo demás, todas nuestras 
constituciones tienen su origen en la Constitución de San 
Cristóbal; así como las antiliberales tienen su fuente en 
la Ley Sustantiva de diciembre de 1854.”

El “pecado original” del régimen constitucional en 
República Dominicana se produjo, sin embargo, con la 
incorporación en la Constitución Fundacional de San 
Cristóbal del funesto artículo 210 (transitorio) que rezaba: 
“Durante la guerra actual y mientras no esté firmada 
la paz, el Presidente de la República puede libremente 
organizar el ejército y armada, movilizar las guardias 
nacionales, y tomar todas las medidas que crea oportunas 
para la defensa y seguridad de la Nación; pudiendo en 
consecuencia, dar todas las órdenes, providencias y 
decretos que convengan, sin estar sujeto a responsabilidad 
alguna.” 

A través del mismo, Pedro Santana inoculó, desde los 
primeros pasos del nuevo estado, el virus del autoritarismo 
y de la primacía del Poder Ejecutivo que han marcado 
nuestra existencia republicana. Con ello se propinó un 
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rudo golpe al espíritu y la letra de la Constitución de 
1844, inspirada en principios liberales, esencialmente 
contenidos en las constituciones: norteamericana de 
septiembre de 1787, francesas de 1799 y 1814, de Cadiz 
(Gaditana) del 19 de marzo de 1812 e incluso las haitianas 
de 1816 y 1843, además de la Declaración Francesa de los 
Derechos del Hombre y del Ciudadano del 26 de agosto de 
1789, entre otros. 

Para el desarrollo de la cultura constitucional 
dominicana, el peso fáctico de la ideología antidemocrática 
del artículo 210 fue severo y empañó el brillo de la 
Constitución de 1844, aunque no eliminó su esplendor. 

El Tribunal Constitucional se complace al poner en 
circulación esta obra del historiador y gran dominicano, 
Emilio Rodríguez Demorizi: “La Constitución de 
San Cristóbal”, en su colección Clásicos de Derecho 
Constitucional, en el marco del mes de la Constitución 
que celebramos cada año desde nuestra creación. 

Esta edición está enriquecida con la enjundiosa 
y generosa presentación realizada por el connotado 
historiador, maestro Frank Moya Pons, que con singular 
maestría dibuja con armonía y espíritu crítico, el telón de 
fondo del ejercicio del poder y sus disputas en la Primera 
República, mostrando así, como la Constitución de 1844 
tuvo que confrontarse con los factores reales de poder, 
como dijo Ferdinand Lassalle en su conferencia “¿Qué es 
la Constitución?”, del 7 de febrero de 1863, en Berlín. 

La reiterada contradicción, entre nosotros, del 
liberalismo y el conservadurismo, con predominancia 
de este último, evitó el desarrollo del constitucionalismo 
nacional. Recordemos que el constitucionalismo moderno 
surgió el 12 de junio de 1776, con la promulgación de 
la Declaración de Derechos del Estado de Virginia. La 
especial trascendencia de ese documento reside para el 
profesor Horst Dippel en 10 principios fundamentales: 
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la soberanía del pueblo, los principios universales, los 
derechos del hombre, el gobierno representativo, la 
Constitución como Ley Suprema, la separación de poderes, 
el gobierno limitado, la independencia e imparcialidad 
del Poder Judicial y el derecho del pueblo a enmendar 
y revisar la Constitución. Todos estos principios estaban 
contenidos en la Constitución de 1844. Sin embargo, una 
cosa es la Constitución semántica y otra la Constitución 
viviente.

Con esta publicación, que ha sido posible gracias al 
desprendimiento y benevolencia del señor Alejandro Ruíz 
Rodríguez, nieto de don Emilio Rodríguez Demorizi, el 
Tribunal Constitucional tiene como objetivo esencial, 
promover los estudios de la Constitución y del derecho 
constitucional, instrumentos esenciales para generar un 
constitucionalismo dominicano que, afianzado en lo mejor 
de nuestra historia y tradiciones, sea motor para lograr que 
las dominicanas y dominicanos vivan en Constitución. De 
esa manera, los hijos de la Patria dominicana escalarán 
nuevos y promisorios peldaños de prosperidad, justicia 
social y libertad.

Milton Ray Guevara
Juez Presidente



PRESENTACIÓN

La Constitución de San Cristóbal y la temprana 
tradición constitucional dominicana

Por Frank Moya Pons

Esta magnífica obra editada por Don Emilio Rodríguez 
Demorizi, publicada hoy nuevamente por disposición del 
presidente del Tribunal Constitucional de la República 
Dominicana, el Dr. Milton Ray Guevara, ha sido desde 
su primera edición, uno de los mejores ejemplos de la 
historiografía jurídica nacional.

Contiene, por un lado, muchos de los documentos 
que resultaron del esfuerzo por redactar la primera 
Constitución del Estado dominicano en 1844 y, por otro, 
un sólido y exhaustivo estudio de su editor acerca de los 
antecedentes de esa pieza fundamental que él refiere 
a la Constitución de Cádiz de 1812 y a la Constitución 
haitiana de 1843.

Rodríguez Demorizi argumenta que la Constitución 
dominicana de 1844 no fue un invento sin antecedentes, 
pues las raíces doctrinales constitucionales que sirvieron 
de referencia inmediata a los primeros constituyentes 
dominicanos provenían de la Asamblea Constituyente de 
Puerto Príncipe, de finales de 1843. Las ideas y principios 
discutidos en aquella asamblea sirvieron de modelo 
a los diputados y representantes de la parte del Este, 
cuando se reunieron en San Cristóbal, entre septiembre y 
noviembre de 1844.

Según Rodríguez Demorizi, esos antecedentes se 
remontan hasta la Constitución de Cádiz de 1812, pero 
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en realidad, sus raíces entroncan, mucho más lejos, con 
la declaración de independencia de los Estados Unidos de 
1776, como lo muestra la declaración de independencia del 
pueblo dominicano, publicada con el título “Manifestación 
de los pueblos de la Parte del Este de la Isla antes Española 
ó de Santo Domingo, sobre las causas de su separación de 
la República Haytiana”, fechada el 16 de enero de 1844.

El mismo Rodríguez Demorizi descubrió hace mu-
chos años que los redactores de este manifiesto estuvie-
ron muy influidos por las ideas contenidas en el Acta de 
Independencia de los Estados Unidos de 1776. Ese docu-
mento funcionó, durante todo el año de 1844, como una 
Constitución rudimentaria.

Si se lee con detenimiento este documento, se obser-
va que contenía algunas disposiciones acerca de la or-
ganización provisional del Estado dominicano y sobre el 
ejercicio de los derechos ciudadanos. Esas disposiciones 
estaban contenidas en la Constitución norteamericana de 
1787 y en la Constitución francesa de 1795, que también 
sirvieron de modelos remotos a la Constitución haitiana 
de 1843.

Por ello es forzoso concluir que la Constitución de San 
Cristóbal de 1844 es heredera de una larga tradición cons-
titucional de casi 70 años, que comenzó en las colonias con-
vertidas en los Estados Unidos, se enriqueció en Francia y 
cristalizó en Haití en 1843, en una carta magna redactada 
con la intención de impedir que el absolutismo y el perso-
nalismo políticos volvieran a cobrar cuerpo en el país. 

Esa tradición liberal se estrelló contra la realidad po-
lítica dominicana entre los días 6 y 13 de noviembre de 
1844, luego de concluida la redacción del texto constitu-
cional, cuando el general Pedro Santana y sus conseje-
ros no quisieron aceptar el texto de San Cristóbal, debido 
a los múltiples controles que el Poder Legislativo podía 
ejercer sobre el ejercicio del Poder Ejecutivo.
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A Santana y sus colaboradores les parecía que con 
esas nuevas normas resultaba poco práctico gobernar un 
país envuelto en una guerra de supervivencia nacional 
contra los haitianos. 

En este punto se centró la discusión que llevó a Santana 
y a sus asesores a imponer por la fuerza militar el célebre 
artículo No. 210, que establecía la irresponsabilidad del 
Poder Ejecutivo mientras continuara la guerra de la 
Independencia.

Los excesivos poderes que este artículo colocó en ma-
nos del Presidente de la República favorecieron la ins-
tauración de una dictadura, según expone Rodríguez 
Demorizi. Ese artículo legalizó el ejercicio del poder uni-
personal y absoluto en forma tal que la intención liberal 
y democrática de los constituyentes de San Cristóbal se 
perdió bajo el imperio de las realidades políticas. 

Por ello, durante el primer gobierno de Buenaven-
tura Báez (1849-1853), quien había sido un abanderado 
del pensamiento liberal en 1843 y 1844, los opositores de 
Santana obtuvieron la protección política del presidente 
de la República y organizaron un movimiento de opinión 
pública que terminó preparando los ánimos para exigir 
reformas constitucionales efectivas, que limitaran el ex-
cesivo ejercicio del Poder Ejecutivo.

Este movimiento se hizo manifiesto en 1853, después 
de que Báez terminó su período presidencial y fue susti-
tuido por Santana, quien regresó al poder ya enemistado 
con Báez. Entonces, estalló la famosa crisis política de 
julio de ese año, que marcó para siempre el rompimiento 
entre Báez y Santana, con la consecuente expulsión del 
país de Báez y muchos de sus partidarios. 

Este incidente alarmó a los miembros del Congreso 
Nacional, quienes demandaron de inmediato la celebra-
ción de una Asamblea Constituyente que se ocupara en 
redactar una nueva constitución más liberal que la de 
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1844, que despojara al presidente de los poderes que le 
otorgaba el artículo 210. 

Como en esos momentos el general Santana recién 
regresaba al poder y no contaba con medios suficientes 
para impedir las reformas que los legisladores solicita-
ban, no tuvo más remedio que acceder a esa solicitud, 
convocando, en julio de 1853 la referida Asamblea, para 
que se reuniera en enero de 1854.

Un mes estuvo trabajando esta Asamblea Constitu-
yente, bajo la influencia del pensador cibaeño Benigno Fi-
lomeno de Rojas, cuyas ideas en aquella época reflejaban 
las más avanzadas doctrinas liberales, extraídas de los 
textos constitucionales ingleses y norteamericanos. Du-
rante ese mes las modificaciones que se hicieron al texto 
constitucional de 1844 fueron bastante profundas y cho-
caban con la tradición política establecida por Santana. 

Por ejemplo, el Senado fue investido de mayores 
poderes de los que anteriormente tenía, entre ellos, la 
capacidad de otorgar los ascensos militares y de movilizar 
las Fuerzas Armadas en tiempos de paz y de guerra, que 
hasta entonces eran funciones privativas del presidente 
de la República. 

Los constituyentes también crearon el cargo de 
Vicepresidente de la República, que hasta entonces no 
existía, y modificaron el régimen municipal, para que 
los ayuntamientos ejercieran efectivamente el gobierno 
político y económico de las ciudades, que hasta entonces 
ejercían los comandantes de armas. 

Aunque se suprimió el artículo 210, para impedir 
que el presidente ejerciera el poder en forma absoluta 
e irresponsable, los constituyentes introdujeron una 
disposición especial que permitía al general Santana 
ejercer el cargo de presidente durante dos períodos 
constitucionales consecutivos, que debían terminar el día 
28 de febrero de 1861. 
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Además de esa, incluyeron otra disposición transitoria, 
para permitir que Santana pudiera conferir todos los 
grados militares que considerara necesarios, entretanto 
la guerra continuara y no se firmara la paz con Haití. 

Esta última disposición, como es evidente, invalidaba 
aquellos artículos que conferían esa capacidad al senado 
y, por lo tanto, colocaban nuevamente el comando de 
las Fuerzas Armadas en manos del presidente de la 
República.

Esta nueva constitución fue promulgada el 25 de fe-
brero de 1854. Santana no quedó muy conforme con que 
hubieran eliminado el artículo 210 y, por ello, a medida 
que fue consolidando su poder en los meses siguientes, 
fue influyendo en el Congreso para que este, a principios 
de agosto, dictara un nuevo decreto, concediéndole la fa-
cultad de adoptar todas las medidas que juzgara necesa-
rias para garantizar el orden y la seguridad del Estado, 
lo que equivalía a poner en vigor, nuevamente, el artículo 
210. 

Con estos poderes en sus manos y luego de esta de-
mostración de debilidad del Congreso, que había comen-
zado siéndole algo hostil, Santana convocó extraordina-
riamente al Senado y a la Cámara de Representantes 
para que el 1 de noviembre de 1854 se reunieran y dis-
cutieran la conveniencia de redactar una nueva constitu-
ción que modificara la de febrero de ese año, puesto que 
él consideraba que esta no aseguraba debidamente la es-
tabilidad del país, por las limitaciones que imponían al 
Poder Ejecutivo. 

Cuando el Congreso se reunió, en la fecha fijada, San-
tana leyó una alocución dirigida a los nuevos constituyen-
tes, en la cual los amenazó si la constitución no era mo-
dificada conforme al proyecto de reforma que él sometía.

Atemorizados, los congresistas trabajaron en la re-
dacción de un nuevo texto constitucional, bajo la influen-
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cia y coacción de los agentes de Santana en el Congre-
so. El texto que salió de esas sesiones se hizo célebre en 
la historia dominicana, por el despotismo que contenían 
muchas de sus cláusulas.

Por ejemplo, el ejercicio de las libertades fundamen-
tales quedó sometido a la regulación de leyes especiales, 
que podrían modificarse según conviniera al gobierno de 
turno. 

El Congreso, que hasta entonces había sido bicameral 
y con más de treinta representantes, quedó reducido 
a un Senado Consultor, con atribuciones legislativas, 
judiciales y consultivas, y su número de miembros quedó 
reducido a siete, que podían ser reelectos indefinidamente 
y que debían reunirse en sesiones legislativas que 
duraran solamente tres meses al año, fuera de las cuales 
sus funciones quedaban reducidas a las de mero cuerpo 
consultor del Poder Ejecutivo. 

El gobierno de las provincias quedó en manos de un 
gobernador, dependiente directamente del Poder Ejecu-
tivo, cuyas facultades estaban por encima de los ayunta-
mientos. 

Las demás disposiciones constitucionales fueron 
ajustadas al espíritu de este nuevo texto que, aunque no 
contenía el artículo 210, organizaba el sistema político 
dominicano de tal manera que el país quedaba ahora 
regido por una verdadera oligarquía política, reunida 
en una sola Cámara, un senado de siete miembros que 
funcionaría como el coro que el presidente de la República 
tenía a su disposición, para legitimar cualquier decisión 
que adoptara en el futuro.

Esa constitución fue promulgada el día 23 de 
diciembre de 1854 y se convirtió, a partir de entonces, 
en el texto preferido de las dictaduras que habrían de 
aparecer en la vida dominicana en el curso del siglo 
XIX.
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Esa constitución sirvió para amparar los dos cortos 
gobiernos de Santana y Báez, que rigieron el país entre 
1855 y 1858. Su vigencia fue interrumpida por la célebre 
Revolución Cibaeña de 1857, que se prolongó hasta julio 
de 1858. Esa guerra civil duró todo un año. Durante ese 
período funcionaron dos gobiernos en el país, uno en 
Santo Domingo y otro en Santiago. 

Los cibaeños, convencidos de que las dictaduras su-
fridas en los últimos catorce años habían estado ampa-
radas en textos constitucionales defectuosos, decidieron 
convocar a un nuevo Congreso Constituyente, para darle 
al país una constitución verdaderamente liberal y demo-
crática.

Por ello, el 25 de septiembre de 1857, el Gobierno 
Provisional Revolucionario de Santiago convocó al país a 
elegir los representantes que debían preparar esta nueva 
constitución, a partir del 17 de diciembre. De estas elec-
ciones emergieron como diputados constituyentes los hom-
bres más ilustrados del país, cuyo pensamiento se hallaba 
en consonancia con las más avanzadas ideas liberales. 

La nueva Asamblea Constituyente se reunión en 
Moca, y tan pronto comenzó sus trabajos, se hizo eviden-
te que el Cibao contaba con una vigorosa intelectualidad 
que deseaba implantar, efectivamente, un gobierno au-
ténticamente democrático y representativo, tal como ha-
bía sido previsto por los constituyentes de San Cristóbal 
en noviembre de 1844, pero cuyos esfuerzos habían sido 
fallidos a causa de la imposición del artículo 210.

La nueva constitución que elaboraron en Moca los 
nuevos diputados fue proclamada el 19 de febrero de 1858. 
Ella les garantizó a los dominicanos el ejercicio absoluto 
de las libertades ciudadanas, en especial, la libertad 
de expresión, el libre tránsito y la libertad de reunión 
pacífica. La pena de muerte por cuestiones políticas fue 
abolida para siempre 
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El gobierno, de acuerdo con esta nueva Constitución de 
1858, debía ser civil, republicano, popular, representativo, 
electivo y responsable, recogiendo así también la intención 
de los constituyentes de San Cristóbal de 1844. 

Como gran innovación y avance político, los constitu-
yentes de Moca establecieron que todo ciudadano con de-
recho a votar podía hacerlo directa y secretamente, en vez 
del sistema de voto indirecto, a través de colegios electo-
rales fijado en las constituciones anteriores. 

El presidente de la República no podía ser reelecto 
en forma sucesiva y, en lo adelante, los gobernadores 
de provincias no podrían ser los comandantes de armas, 
como había ocurrido en el pasado. 

El poder municipal volvió a ser restituido en toda su 
plenitud, en tanto que las Fuerzas Armadas, al igual que 
fue declarado en 1844, quedaron definidas como esencial-
mente obedientes al poder civil, sin facultades para deli-
berar y con la obligación de defender la soberanía de la 
nación y el orden público, y de observar y cumplir con la 
constitución y las leyes. 

Otra innovación introducida en aquellos días de gue-
rra civil fue fijar la capital de la República en Santiago, 
una decisión que rompía con la tradición y que no fue del 
agrado del general Pedro Santana, que en aquellos mo-
mentos se desempeñaba como jefe del ejército revolucio-
nario que combatía contra Báez, en el sur.

De ahí que, tal como lo cuenta don José Gabriel Gar-
cía, el general Santana, “que no poseía la facultad de disi-
mular sus impresiones, no ocultó nunca, desde su llegada 
al país, la tendencia a independizarse de toda sujeción 
disciplinaria, ni el propósito de dar al movimiento revolu-
cionario un giro que convenía a sus intereses personales”. 

“Para él la cuestión se reducía simplemente a derro-
car a Báez del poder, pero respetando la Constitución y 
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las leyes que estaban en vigor”, esto es, la Constitución 
oligárquica de diciembre de 1854.

Ahora bien, lo cierto era que la Constitución de Moca 
recogía el sentir de una gran mayoría de dominicanos que 
querían ver a su país organizado en forma similar a la de-
mocracia norteamericana, y recogía lo mejor y más selec-
to del pensamiento político de los constituyentes liberales 
de San Cristóbal de 1844. 

Pero como esta era una constitución que colocaba en 
el poder, en Santiago, a un grupo de hombres diferentes 
a los que hasta entonces habían gobernado con Santana o 
con Báez, tan pronto como Santana y sus tropas entraron 
en Santo Domingo, tras haber obligado a Báez a salir al 
exilio, en julio de 1858, el partido santanista se movilizó 
para echar abajo la Constitución liberal cibaeña y el go-
bierno de Santiago. 

Así, el día 27 de julio, los más conspicuos representantes 
del santanismo y algunos baecistas reconciliados con 
Santana publicaron en Santo Domingo un “manifiesto 
nacional”, diciendo que actuaban como “órganos de la 
voluntad del pueblo” y que habían visitado al general 
Santana para que, oyendo la voz de las “provincias 
del sur”, restableciera el orden anterior, ejecutando 
algunas reformas legales, entre ellas, la puesta en vigor 
nuevamente de la Constitución de diciembre de 1854. 

En los días siguientes fueron apareciendo manifiestos 
similares en cada uno de los pueblos de la república 
que pedían a Santana que desconociera el gobierno 
constitucional del Cibao y la Constitución de Moca, y que 
“por la soberana voluntad del pueblo se encargara de 
restaurar el imperio de la Constitución y las leyes”. 

Antes de que esos manifiestos fueran publicados, 
Santana lanzó una proclama, aceptando el nuevo 
mandato que “la ciudad de Santo Domingo por medio de 
una numerosa y respetable comisión me ha presentado”. 
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Aunque se produjo una inmediata reacción en el 
Cibao, y el país estuvo al borde de una nueva guerra civil, 
en pocas semanas el imperio de la fuerza se impuso, y 
con poca dificultad pudo Santana derrocar el Gobierno 
revolucionario cibaeño, de tal manera que ya el 27 de 
septiembre de 1858, un nuevo decreto suyo puso en vigor 
nuevamente la Constitución dictatorial y oligárquica de 
diciembre de 1854.

Con este grave conflicto concluyeron los experimentos 
constitucionales dominicanos durante la Primera 
República, pues amparado en el poder que esta constitución 
despótica le confería, y arrastrado por un sinnúmero de 
circunstancias que no son del caso mencionar ahora, 
Pedro Santana logró anexar el país a España, trayendo 
la consiguiente desaparición del orden institucional 
republicano en 1861.

Sirva esta segunda edición de esta enjundiosa obra 
como recordatorio de la incesante lucha del pueblo 
dominicano por constituir un Estado organizado conforme 
a los principios liberales en una época en que la cultura 
política nacional, heredera de una tradición colonial 
autoritaria, contrariaba esos principios. No obstante esa 
tradición, el pueblo dominicano, por vía de sus mejores 
hombres y mujeres, nunca ha dejado de luchar por 
establecer un sistema político respetuoso de las libertades 
públicas y los derechos ciudadanos.

Esta obra es también un homenaje a los primeros 
constituyentes dominicanos que dieron lo mejor de sí, 
aunque las realidades políticas llevaran el país por otro 
camino muy distinto al de sus ideales. 
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Esta edición de La Constitución de San Cristóbal, del 
Tribunal Constitucional de la República Dominicana, 
consta de 2,000 ejemplares y se terminó de imprimir en 
el mes  de noviembre de 2017, en los talleres gráficos de 
Serigraf, Santo Domingo, República Dominicana.








